
INFORME ALTERNATIVO SOBRE LA SITUACIÓN DE DISCRIMINACIÓN RACIAL QUE AFECTA A LOS PUEBLOS INDÍGENAS DEL PERÚ, RESPECTO DEL INFORME PRESENTADO POR EL ESTADO PERUANO ANTE EL COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN RACIAL, EN ENERO DEL AÑO 2009 

Introducción 

CHIRAPAQ, Centro de Culturas Indígenas del Perú
 y el Taller Permanente de Mujeres Indígenas Andinas y Amazónicas del Perú 
 alcanzan ante la presente sesión del CERD el Informe Alternativo sobre la actual situación de discriminación racial que viven las mujeres y pueblos indígenas de Perú. Esperamos contribuir así, con las acciones y recomendaciones que realice el Comité al Estado Peruano en favor de la mejora de la calidad de vida de nuestras mujeres y pueblos indígenas, en ese sentido:

Informe Alternativo

I. Sobre la Estructura Jurídica General del Estado Peruano para Eliminar la Discriminación Racial en todas sus Formas

1. Al respecto, en el Perú los diferentes sectores y entidades de la Administración Pública han desarrollado diversas normas jurídicas que protegen el derecho a la no discriminación en general, sin embargo, frecuentemente ellas son desconocidas para los servidores y funcionarios del Estado, así como para la población, en especial para los pueblos indígenas, esto se debe a que:

En materia de no discriminación existe una amplia legislación que forma parte de un sistema jurídico no sistematizado ni racionalizado que permita conocerlas, esto ha generado que en el Congreso de la República se haya formado el Grupo de Trabajo de Racionalización del Trabajo Legislativo, de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, que tiene como fin tres cosas: 

· Presentar un proyecto de ley para dar a conocer a la Nación qué normas con rango de Ley siguen formando parte del Sistema Jurídico peruano y cuáles ya no.
· Realizar un análisis y sistematización de las normas con rango de ley para ordenar el Sistema Jurídico. 
· Y, plantear la digitalización y publicación virtual gratuita de la legislación nacional, para que toda persona tenga acceso a ella.

2. Por otro lado, las normas jurídicas no son traducidas y difundidas por el Estado Peruano en los idiomas de los pueblos indígenas, pese al derecho a la identidad étnica y cultural que dichos pueblos tienen
.     
Esto motivó la presentación del Proyecto de Ley Nº 00221/2006-CR, que propone que todas las normas legales que tengan incidencia en los pueblos originarios e indígenas del Perú, de preferencia las referidas a los Derechos Humanos, Derechos de la Mujer, Derechos del Niño y el Adolescente, sean traducidas y publicadas en los diferentes idiomas oficiales del Perú, es decir, el castellano, el quechua, el aymará y las demás lenguas aborígenes
. Cabe destacar, que el proyecto de ley se encuentra a la espera de dictamen
. 

3.  Asimismo, luego de haber realizado un Registro de Casos de Discriminación de pueblos indígenas de la costa, sierra y selva
, se ha comprobado que la discriminación racial se da sobretodo en las entidades de la Administración Pública, lo que evidencia que el Estado Peruano no propicia políticas públicas adecuadas ni programas permanentes de capacitación y formación en derechos humanos de servidores y funcionarios públicos, que conlleven a la eliminación de la discriminación racial que afecta a los  pueblos indígenas, así lo demuestran los siguientes tres casos: 

· Caso de Discriminación Racial registrado en la Costa:

La señora Celestina Cayco Huaranga (perteneciente al pueblo indígena desplazado
 del distrito de Santiago de Chocorvos, de la provincia de Huaytara, en el departamento de Huancavelica), es discriminada por el Alcalde del Distrito de San José De Los Molinos, ubicado en la provincia y departamento de Ica, quien le impide ejercer su derecho a reasentar su Partida de Nacimiento para obtener el Documento Nacional de Identidad (D.N.I.), por ser quechuahablante y anciana. 
· Caso de Discriminación Racial registrado en la Sierra:

La señora Justina Chihua Quispe (perteneciente al pueblo indígena de Urpay, del distrito de Acos Vinchos, provincia de Huamanga, departamento de Ayacucho), fue discriminada por una doctora de nombre Beatriz del Puesto de Salud llamado “Ñauinpuquio”, ubicado en la provincia de Huamanga, departamento de Ayacucho, quien se negó a atenderla por ser quechuahablante. 

· Caso de Discriminación Racial registrado en la Amazonía:

El joven Iván Santos Contreras, de 16 años de edad (perteneciente al pueblo indígena de Yavirironi, del distrito de Río Negro, provincia de Satipo, departamento de Junín), es discriminado por el Director del Colegio Público Yavirironi, quien no le permite ingresar al colegio si viene vestido con la ropa típica de su pueblo.   

II.Sobre la Situación Socioeconómica de los Pueblos Indígenas
Respecto a la recomendación planteada por el Comité en el año 1999 (CERD/C/304/Add.69), el Estado Peruano, a través del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI),  ha  realizado  el    II Censo de las Comunidades Indígenas de la Amazonía Peruana, pero no ha realizado un censo que refleje también cuál es la situación socioeconómica de los pueblos indígenas de la costa y de la sierra, de los cuales, a través de otro censo, sólo se ha visibilizado su distribución en los distritos a nivel nacional, aplicando un criterio básico: el idioma o el dialecto materno, el cual ni siquiera considera a la población indígena que ha dejado de utilizar su lengua materna. 

En ese sentido, es necesario utilizar como criterio principal la autoidentificación y la lengua como indicador de pertenencia étnica como se determina en los instrumentos de derechos humanos internacional y tiene el consenso de las organizaciones indígenas y afrodescendientes
. 

Pese a ello, otras fuentes como los datos censales del Mapa de Pobreza Departamental de FONCODES 2006, que ha presentado el Estado Peruano en su informe, demuestran que las zonas más pobres del país, son justamente aquellas donde se ubican la mayor cantidad de pueblos indígenas. 
III. Sobre las medidas tomadas por el Estado Peruano en relación a lo dispuesto en el artículo 2º inciso 2 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

Sobre el Instituto Nacional de Desarrollo de los Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos (INDEPA)

Si bien el INDEPA fue creado como organismo rector de las políticas nacionales a favor de los pueblos indígenas, encargado de proponer y supervisar su cumplimiento, así como coordinar con los Gobiernos Regionales la ejecución de proyectos y programas dirigidos a la promoción, defensa, investigación y afirmación de los derechos y desarrollo con identidad de los pueblos indígenas andinos y amazónicos.   

En la actualidad, este organismo presenta debilidad institucional debido a la promulgación de diversas normas que en su momento establecieron la fusión del INDEPA al Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES), fusión que luego fue dejada sin efecto, para finalmente mediante Decreto Supremo Nº 001-2008-MIMDES, disponer la adscripción del INDEPA nuevamente en el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, donde la actual Ministra la señora Nidia Vílchez anunció el día viernes 12 de junio del año 2009, la reorganización de dicha institución.

Lo expuesto, pone en manifiesto una situación que no propicia el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2º inciso 2 de la Convención en beneficio de los pueblos indígenas. A su vez, contraviene lo dispuesto en el artículo 33º del Convenio 169º de la OIT y refleja la poca importancia que se da a esta institución por parte del Estado Peruano, pese a lo que representa respecto a los derechos de los pueblos indígenas. 




Sobre los pueblos indígenas, la actividad extractiva y el medio ambiente

En este aspecto el Estado Peruano ha incumplido lo dispuesto en el artículo 2º inciso 2 de la Convención, ya que ha dejado en claro que su interés extractivo en los territorios de la Amazonía Peruana, que albergan la mayor cantidad de recursos  naturales, se superpone a los derechos fundamentales que tienen los pueblos indígenas, entre ellos el derecho a la consulta previa, libre e informada respecto a medidas legislativas que puedan afectarles directamente, amparado por el Convenio 169º de la OIT. En ese sentido, cabe resaltar la emisión de las siguientes normas jurídicas:

· El Decreto Legislativo Nº 1064: Que autorizaba el cambio de uso a tierras agrarias, de grandes extensiones de tierras de los pueblos indígenas, con la sola autorización del Ministerio de Agricultura, lo cual originaba que quedaran sujetas a las servidumbres para proyectos de explotación de recursos. 
Asimismo, salvo aquéllas tierras sobre las que existía título de propiedad privada o comunal, las demás se consideraban tierras eriazas, con aptitud de uso agrario. 

Esta situación de vulneración al derecho de propiedad de los pueblos indígenas, que resulta excesiva y discriminatoria, se fundamenta en el hecho de que muchos de ellos carecen del título de propiedad de sus tierras, siendo el Estado Peruano el responsable del mantenimiento de esa situación de informalidad e inseguridad jurídica.   

· El Decreto Legislativo Nº 1090: Que establecía que el Ministerio de Agricultura (la Autoridad Nacional Forestal y de Fauna Silvestre) es el que realizaría la zonificación forestal del país teniendo como única referencia el mapa forestal, el mapa de suelos y otros estándares de identificación sin considerar a los pueblos indígenas y que de acuerdo a ello, podía entregar en concesión grandes hectáreas de tierras por plazos de cuarenta años, para el aprovechamiento de los recursos forestales.
Asimismo, en su artículo 15º señalaba que para el previo aprovechamiento de los recursos forestales y de fauna silvestre, con fines industriales y comerciales, las comunidades nativas y campesinas debían contar con un Plan de Manejo aprobado por la autoridad competente, con lo cual se vulneraba el derecho de las comunidades a los recursos naturales existentes en sus tierras, otorgado por el artículo 15º inciso 1 del convenio 169º de la OIT.  

En relación al Decreto Legislativo Nº 1064, la Defensoría del Pueblo presentó una Demanda de Inconstitucionalidad pues dicho decreto presentaba vicios de inconstitucionalidad al regular y vulnerar derechos fundamentales de los pueblos indígenas como su identidad cultural, la propiedad sobre su tierra y el de la consulta previa, libre e informada, previstos en la Constitución Política del Perú y el Convenio Nº 169 de la OIT y porque fue dada por el Poder Ejecutivo excediéndose de la delegación de facultades legislativas que le otorgó el Congreso de la República para únicamente regular aspectos relacionados con la implementación del Acuerdo de Promoción Comercial Perú - Estados Unidos, la cual no podía extenderse a legislar mediante decretos legislativos, materias relativas a los derechos fundamentales, pues ello sólo puede darse a través de leyes las cuales son emitidas por el Poder Legislativo (es decir, el Congreso de la República)
 .      

Posteriormente, el 19 de junio del año 2009, en plena visita del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas, Profesor S. James Anaya
, el pleno del Congreso votó a favor de la derogación definitiva de los decretos legislativos Nº 1064  y 1090. 

A pesar de la derogación de los decretos legislativos, se debe destacar que el Estado Peruano no implementa mecanismos que favorezcan el ejercicio de los derechos de participación y consulta de los pueblos indígenas y que estos se encuentran desnaturalizados en los reglamentos emitidos por el Ministerio de Energía y Minas, a través de las siguientes medidas legislativas:

- El Decreto Supremo Nº 020-2008-EM, Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Minería.
- El Decreto Supremo Nº 012-2008-EM, Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Hidrocarburos. 
- 
El Decreto Supremo Nº 015-2006-EM, Reglamento de Protección Ambiental par el Desarrollo de las Actividades de Hidrocarburos.

- 
Y; el Decreto Supremo Nº 020-2008-EM, Reglamento Ambiental para las Actividades   de Exploración Minera.

Ya que estos no recogen ni el contenido ni el espíritu del Convenio Nº 169 de la OIT, pues evidencian que: 

1. La regulación del proceso de participación ciudadana, omite referirse a los pueblos indígenas y se refiere en general a la población involucrada, se reduce la participación de la población al derecho a estar informados sobre la ejecución de actividades en torno a estos temas. 
2.  En cuanto al deber de consultar, el Estado traslada la obligación al titular minero o a la empresa, asumiendo un rol de conductor delegando la realización del proceso de participación ciudadana a éste, lo cual no garantiza la protección de los derechos fundamentales, ya que una empresa actúa con criterios empresariales y no con un enfoque de derechos.  

3.  
Finalmente, en cuanto a la realización de los mecanismos participativos, el Estado no desarrolla los contenidos, metodologías o requisitos que deben tener dichos mecanismos para garantizar la participación, se limita a indicar que se emitirán posteriores lineamientos para mejor aplicarlo.

IV. Sobre las medidas tomadas por el Estado Peruano en relación a lo dispuesto en el artículo 4º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

Si bien el Estado Peruano, ha tipificado la discriminación como delito, en la realidad su implementación viene mostrando las siguientes debilidades:

- 
Los denunciantes desconocen el contenido y alcances del delito de discriminación, esto ha provocado que el 52,9% de las denuncias formuladas entre los años 2007 y 2008 sean archivadas, pues los hechos no se encontraban relacionados con ese ilícito penal.   

- Este desconocimiento no sólo se da por parte de los ciudadanos sino también, por parte de los representantes del Ministerio Público, un ejemplo de ello es la Resolución de archivo (Expediente Nº 2008-222) del titular de la Sétima Fiscalía Provincial Penal del Santa que declaró improcedente una denuncia por presunta discriminación, debido al desconocimiento de la naturaleza delictiva de los actos discriminatorios. El Magistrado manifestó textualmente que si bien dicha conducta: “puede ser una actitud reprochable, de ninguna manera tiene relevancia o categoría penal”.  
- En otros casos, los fiscales procedieron al archivo de denuncias basándose en la falta de impulso de los denunciantes, sin considerar que de acuerdo a la Ley Orgánica del Ministerio Público, es este el titular de la acción penal y la persecución del delito, correspondiéndole desde su inicio la investigación del mismo
. 
- 
De otro lado, se ha advertido que la verificación o descarte del delito de discriminación,  en algunos casos se ha dado sin mencionar sus elementos objetivos y subjetivos y en otros sólo mencionando el artículo 323º del Código Penal sin mencionar los motivos por lo cuales la conducta no se encuadraba en la norma. Lo cual vulnera el derecho a la debida motivación de resoluciones judiciales  (es decir de una debida fundamentación jurídica y de hecho en la que deben sustentarse) establecido en el artículo 139º inciso 5 de la Constitución Política del Perú de 1993. 

V. Sobre las medidas tomadas por el Estado Peruano en relación a lo dispuesto en el artículo 5º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

Sobre el inciso a) del artículo:

En el Perú, a nivel de los órganos que administran justicia, existen estas prácticas discriminatorias contra las personas que pertenecen a los pueblos indígenas:
· No cuentan con intérpretes o traductores judiciales a su disposición.
· Los magistrados, no tienen la obligación de conocer el idioma del pueblo indígena donde administrarán justicia, ni siquiera los Jueces de Paz quienes se encuentran más cerca de las comunidades, ya que la Ley Orgánica del Poder Judicial
 en su artículo 183º inciso 5 si bien establece que es un requisito para ser nombrado Juez de Paz conocer además del castellano, el idioma quechua o aymara o cualquier otro dialecto dependiendo del lugar donde va a actuar, el mismo señala que el Consejo Ejecutivo Distrital puede disponer que se prescinda de ese requisito en caso de no encontrarse persona que lo reúna.  
· El fiscal, los defensores de oficio, entre otros, no están obligados a conocer el idioma del pueblo indígena, incluso en aquellas zonas donde hay un porcentaje elevado de indígenas.
· Muchos de los funcionarios y servidores públicos que laboran en órganos de administración de justicia, maltratan a las personas pertenecientes a pueblos indígenas: ya sea porque son quechuahablantes, por su indumentaria, por su identidad cultural, entre otros. 
Sobre el inciso b) del artículo:

1. En relación a lo hechos ocurridos en Bagua:

A raíz de los hechos ocurridos en Bagua el 05 de junio del presente año, se puede indicar que existen de parte del Estado Peruano prácticas discriminatorias contra  los pueblos indígenas, tal como lo demuestran las siguientes:
-  Existió contra ellos el abuso excesivo de la fuerza y armas de fuego por parte de los efectivos de la Policía Nacional del Perú, lo cual ha originado que el Ministerio Público inicie una investigación fiscal a raíz de los presuntos homicidios y lesiones ocasionadas por personal de la Policía Nacional en agravio de civiles
.  

-
Se dieron irregularidades en las detenciones de varias personas indígenas, tales como: ausencia de notificación de los motivos de la detención, limitaciones en la defensa legal de los detenidos. 

-
En días posteriores al enfrentamiento del 05 de junio, se dio un clima de persecución en contra de las comunidades indígenas, lo que incluyó allanamientos sin orden judicial, acusaciones y denuncias contra dirigentes indígenas.  

Al respecto, la inseguridad y la vulneración a la integridad de los indígenas detenidos puede ser más grave, debido a que hasta la fecha el Estado Peruano no implementa la Comisión Especial e Independiente para el esclarecimiento de los hechos ocurridos en Bagua, tal como lo recomendó el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas, Profesor S. James Anaya.  

Finalmente, según observó el Relator Especial sobre la responsabilidad por las operaciones policiales que se iniciaron en los alrededores de Bagua el 05 de junio, las autoridades gubernamentales han dado versiones divergentes y carentes de coherencia
. 

2. En relación al reclutamiento de menores de edad por parte del Ejército Peruano:

El día 15 de abril del año 2009, la Defensora del Pueblo Dra. Beatriz Merino en declaraciones a la prensa
  reveló que desde enero del año 2008, su despacho ha recibido un total de 120 denuncias sobre menores de edad reclutados por el Ejército Peruano en diversos puntos del país, especialmente Ucayali lugar donde se concentra población indígena, los cuales han sido enviados a la zona del VRAE (Valle de los ríos Apurímac y Ene), donde se viene combatiendo al narcotráfico y a los remanentes del grupo terrorista Sendero Luminoso. 

El caso que dio a conocer estas prácticas atentatorias contra menores de edad pertenecientes a pueblos indígenas, es del joven de 17 años de edad Robinson Macedo Sima, que murió en una emboscada terrorista en el VRAE, hecho que provocó que la señora Marta Maurás miembro del Comité de los Derechos del Niño de la ONU, afirmara que el Estado y el Ejército Peruano deben dar explicaciones por el caso
.

Sobre el inciso c) del artículo:

1. La indocumentación de personas pertenecientes a pueblos indígenas

De acuerdo a cifras aportadas por INEI en febrero del presente año, cerca de 25 mil 864 personas de las comunidades indígenas de la Amazonía no cuentan hasta la fecha con la partida de nacimiento, requisito obligatorio para obtener el Documento Nacional de Identidad (D.N.I.). Asimismo, 22 mil 889 personas indígenas mayores de edad no tienen el D.N.I., esta situación impide a dichas personas gozar de derechos políticos.    

Pese al Plan Nacional de Restitución de la Identidad “Documentando a los Indocumentados” para el período 2005-2009, se cuenta con las siguientes debilidades:

· La falta de un mayor número de Oficinas de Registro civil en todo el país, sobretodo en aquellas zonas geográficas donde se concentran más pueblos indígenas.
· La población desconoce cuáles son los requisitos y el procedimiento para obtener el D.N.I. 
· Debido a la situación de pobreza o pobreza extrema que tienen muchos de los pueblos indígenas, para ellos es difícil poder realizar el pago de s/.24 nuevos soles para obtener el D.N.I.

En ese sentido, siendo que el Plan de Restitución de Identidad acaba este año,  sería lo más razonable y justo, en vista de las cifras proporcionadas, que pudiera extenderse por mayor tiempo para que las personas pertenecientes a pueblos indígenas aún indocumentadas tengan la oportunidad de poder obtener el D.N.I. y que ello pueda darse de manera gratuita considerando su situación económica.    

2. Sobre el derecho de participación de los pueblos indígenas en asuntos públicos:

2.1  Sobre la Ley Nº 26864 y el rechazo del Proyecto de Ley Nº 1688-2007-JNE

Las normas jurídicas, que amparan ese derecho de los pueblos indígenas, no son cumplidas, pues sus candidatos son colocados por las organizaciones políticas y alianzas electorales en lugares de las listas sin opción ganadora. 

Además la Ley Nº 26864, respecto a la cuota de comunidades nativas y pueblos originarios, excluye a las comunidades campesinas que también forman parte del sector indígena de la sociedad peruana. 

Estas situaciones generaron que el Jurado Nacional de Elecciones presente el Proyecto de Ley Nº 1688-2007-JNE que, modificando el artículo 10º de la Ley Nº 26864, buscaba corregirlas aplicando un sistema de alternancia de cuotas de género y ubicación preferencial de jóvenes y representantes de comunidades nativas y de pueblos originarios, añadiendo dentro de esta última cuota a los representantes de las comunidades campesinas, en el orden de prelación preferencial en las listas de las organizaciones políticas y alianzas electorales, es decir, dentro del cincuenta por ciento (50%) más uno de la lista de candidatos.  

Pese a ser una iniciativa que favorecía una real y plena participación política de los pueblos indígenas, con fecha 21 de abril del año 2009, la Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso de la República rechazó de plano dicho proyecto de ley y lo archivó
.   

2.2   Sobre el derecho de participación amparado por el Convenio 169º de la OIT

Como lo demuestra la emisión de varios decretos legislativos que se dieron sin la participación y consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas, pese a que estos los afectan directamente, las normas que amparan este derecho no se cumplen, lo que genera una gran cantidad de conflictos sociales a nivel nacional
. 

Esto se reafirma ya que hasta la fecha el Estado Peruano no implementa mecanismos que favorezcan la participación y consulta a los pueblos indígenas,  pese a que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), a través de su Informe del año 2009, lo ha instado a realizar ello.  

Sobre el inciso d) acápite V) del artículo:

Pese a la protección que los artículos 13º y 14º del Convenio 169º de la OIT otorgan al derecho de propiedad y posesión de las tierras que los pueblos indígenas tradicionalmente ocupan, se han emitido las siguientes normas jurídicas que vulneran ese derecho:

1. El 5 de abril del año 2006:

- La Ley Nº 28685: Que regula la declaración de abandono legal de las tierras de las comunidades campesinas de la costa, ocupadas por asentamientos humanos y otras posesiones informales y su Reglamento aprobado por D.S. Nº 016-2006-AG, que establece su aplicación a las tierras ubicadas dentro del área urbana y de expansión urbana pertenecientes a las comunidades campesinas de la costa, cuya propiedad está inscrita en los Registros Públicos y se encuentren ocupadas por personas naturales con fines de vivienda, en condición de poseedores precarios.  

2. En el año 2008, los siguientes decretos legislativos:

- El Decreto Legislativo Nº 1015: Que modificando la Ley Nº 26505 que requería del voto de los dos tercios de todos los miembros de la comunidad para la disposición de las tierras comunales, establecía que sólo se requería el voto favorable de no menos del 50% de los miembros asistentes a la Asamblea instalada con el quórum correspondiente.

Asimismo, el Decreto Legislativo Nº 1073 que modificaba el decreto legislativo 1015, respecto al número de votos requeridos para la disposición de tierras comunales.

· El Decreto Legislativo Nº 1064: Que autorizaba el cambio de uso a tierras agrarias, de grandes extensiones de tierras de los pueblos indígenas, con la sola autorización del Ministerio de Agricultura, lo cual originaba que quedaran sujetas a las servidumbres para proyectos de explotación de recursos. 
Asimismo, salvo aquéllas tierras sobre las que existía título de propiedad privada o comunal, las demás se consideraban tierras eriazas, con aptitud de uso agrario. 

Esta situación de vulneración al derecho de propiedad de los pueblos indígenas, que resulta excesiva y discriminatoria, se fundamenta en el hecho de que muchos de ellos carecen del título de propiedad de sus tierras, siendo el Estado Peruano el responsable del mantenimiento de esa situación de informalidad e inseguridad jurídica.   

Respecto a los decretos legislativos Nº 1015 y 1073, estos fueron derogados el 22 de agosto del año 2008. Y el decreto legislativo Nº 1064 el 19 de junio del año 2009, después de muchas protestas sociales. 

Pese a ello, nada impide que normas de este tipo puedan volver a darse, más aún si el Estado peruano no implementa mecanismos apropiados de participación y consulta de los pueblos indígenas respecto a medidas legislativas que les afecten directamente.     

Sobre la Ley Nº 28736: 

· Permite la realización de actividades extractivas dentro de los territorios demarcados para los pueblos en aislamiento.

· Contraviene el Convenio Nº 169 de la OIT al señalar que los pueblos que habitan ancestralmente en sus territorios simplemente “se encuentran en posesión de un área de tierra”, sin reconocerlos como sujetos de derechos colectivos.

· Somete la creación de reservas indígenas a procedimientos engorrosos y pretende aplicar dichos procedimientos a las reservas ya creadas.   

Sobre el inciso e) acápite i) del artículo:

Si bien el derecho al trabajo implica dos aspectos: el de acceder a un puesto de trabajo y el derecho a no ser despedido sino por causa justa, las personas pertenecientes a pueblos indígenas sufren la vulneración de este derecho en su primer aspecto, debido a que frecuentemente existen convocatorias de personal que contienen requisitos discriminatorios basados en la raza u origen étnico de dichas personas. Así, se da el caso de muchas convocatorias de personal donde solicitan “buena presencia”, traduciendo tal concepto en tener color de piel blanca, entre otros rasgos que no son típicos de la población indígena, de la que, contrario sensu, consideran implícitamente que no tiene buena presencia.    

Por ello, la Defensoría del Pueblo
 recomienda al Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo realizar supervisiones e investigaciones de oficio, imponiendo de ser el caso las sanciones correspondientes, por infracción de las normas que protegen el derecho a la no discriminación en las ofertas de empleo como: la Ley Nº 26772 y su modificatoria la Ley Nº 27270 y el Decreto Supremo Nº 002-98-TR que reglamenta la Ley Nº 26772. 

Sobre el inciso e) acápite iv) del artículo:

Aunque el Estado Peruano haya implementado el “Plan de Salud de los Pueblos Indígenas” que propone la necesidad de construir un sistema intercultural de salud y ampliar la cobertura de la salud pública entre las comunidades nativas. Debido al cual, se han implementado diversas normas
, la población indígena sigue siendo víctima de prácticas discriminatorias que se traducen en las siguientes acciones: 

Respecto a la disponibilidad del servicio de salud:

1. Según el Informe Nº 134 de la Defensoría del Pueblo, los servicios que prestan los establecimientos de salud no se encuentren disponibles para una gran parte de las comunidades nativas. En ese sentido, el 76% de los establecimientos de salud de primer nivel no cuentan con medios de transporte que les permitan atender a las poblaciones de las comunidades bajo su jurisdicción y adolecen del equipamiento, material y medicinas para poder proporcionar un servicio de calidad.
2. Pese a la ampliación de las prestaciones de salud del Seguro Integral de Salud (SIS), para la población de la Amazonía y Alto Andina dispersa y excluida, las víctimas de la violencia social y los agentes comunitarios de salud, el presupuesto del SIS no se incrementa en la medida en que aumentan los usuarios y se suman nuevos grupos sociales a atender, lo cual disminuye la calidad del servicio. 
3. Existen dificultades en el cumplimiento de la norma de ampliación de los beneficios del SIS ya que beneficios como el traslado de los pacientes exceden el límite a ser cubierto por el SIS, por lo que tienen que ser asumidos por los usuarios o no concretarse el servicio.  

Respecto a la accesibilidad del servicio de salud:

Los equipos itinerantes AISPED
, de acuerdo a una entrevista realizada al 72% de las autoridades comunales, no están cumpliendo su función, pues sólo realizarían tres visitas anuales a las comunidades identificadas como las más distantes, sin cumplir con atenderlas integralmente.   

Respecto a la adecuación cultural del servicio de salud:

1. Existe desconocimiento del personal de salud en relación a la atención en salud intercultural y la Estrategia Sanitaria de los Pueblos Indígenas.  
2. Sobre la aplicación de la Estrategia Sanitaria de los Pueblos Indígenas, hay una débil capacidad de ejecución de las acciones y metas, debido al escaso apoyo técnico y presupuestal con que cuentan.  

3. Pese a la adopción de normas que promueven la interculturalidad en los servicios de salud, su implementación se desarrolla con una débil articulación al Centro Nacional de Salud Intercultural, el cual carece de funciones normativas y de capacidad para dirigir e incorporar el enfoque intercultural en la política integral de salud.    

4. La cantidad de médicos en los establecimientos de salud en el ámbito de las comunidades nativas, resulta insuficiente. Además falta capacitación intercultural del personal de salud. 



Sobre el inciso e) acápite v) del artículo:

Pese a la creación de la Dirección de Educación Intercultural y Bilingüe - DEIB en el Ministerio de Educación, que viene realizando e impulsando acciones sobre educación intercultural bilingüe, en el marco de la Ley General de Educación Nº 28044; en la realidad,  se vienen presentando las siguientes prácticas discriminatorias:

1.  En las comunidades nativas existen deficiencias de infraestructura, equipos y servicios básicos en las escuelas, dificultades en el traslado de docentes y alumnos a los centros educativos, entre otros.      

2. Hay una falta de cumplimiento de políticas de educación intercultural, destacando el hecho de que en la zona amazónica habitan etnias cuyas lenguas y sistemas culturales son diferentes entre sí. 
3. Existe un escaso número de centros educativos de nivel secundario.

4. El programa de educación intercultural bilingüe se aplica únicamente a nivel primario y, en muchos casos, sólo a los primeros grados.

5. Existe deficiencia de políticas de formación de maestros interculturales bilingües.  

6. Se carece de material educativo pertinente en lo cultural, lingüístico, social y pedagógico.   
Sobre el inciso e) acápite f) del artículo:

Si bien, el artículo 7º-B del Decreto Legislativo Nº 716 “Ley de Protección al Consumidor”, prohíbe que los proveedores de productos y servicios en locales abiertos al público, discriminen a los solicitantes de lo que ofrecen. Y, es el INDECOPI, la entidad donde se debe denunciar la vulneración de este derecho;  para la población indígena afectada por estos hechos, es difícil iniciar este tipo de procedimientos administrativos debido a lo siguiente:

1. Hay un gran desconocimiento de la prohibición de discriminación en las relaciones de consumo que se den en lugares abiertos al público.
2. Existe dificultad de probar que han sido víctimas de discriminación y la norma regula que la carga de la prueba recae en el afectado.
3. El inicio del procedimiento administrativo, conlleva un costo previo de s/. 35.50 nuevos soles, y en caso de apelación un costo de s/. 355 nuevos soles, lo cual genera mayor imposibilidad de que los afectados puedan acceder a la justicia en estos casos.

V. 
Sobre las medidas tomadas por el Estado Peruano en relación a lo dispuesto en el artículo 6º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

Si bien a través del Proceso Constitucional de Amparo se protege el derecho a no ser discriminado, para los pueblos indígenas:

1. Es difícil acceder a la justicia constitucional pues, aunque este es un proceso que se encuentra exonerado del pago de las tasas judiciales
, la mayoría de sus miembros se encuentran sumidos en situaciones de pobreza y pobreza extrema que les impide acceder a los servicios de un abogado que ejerza su defensa.  
2. Por otro lado, pese a la preferencia en la tramitación de este tipo de procesos
, en la realidad estos pueden durar entre dos a tres años, sólo en primera instancia. 
VI. Sobre las medidas tomadas por el Estado Peruano en relación a lo dispuesto en el artículo 7º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

A pesar que la Constitución Política del Perú establece que la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado
 y que toda persona tiene derecho a la igualdad ante la ley y que nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole
, mediante los medios de comunicación peruana se propicia la discriminación racial de los pueblos indígenas, incluso desde el propio Presidente de la República Alan García Pérez - que  personifica a toda la Nación peruana
 y tiene la más alta jerarquía en el servicio a ella
 -, tal como se demuestra a continuación:

· En relación a los medios de comunicación, la Defensoría del Pueblo señala que en un solo día ha podido advertir la publicación, en un diario de circulación nacional, de 52 anuncios con contenido discriminatorio basados en motivos como la apariencia física, el sexo, la edad y el estado civil de las personas
.
· Asimismo, cabe destacar cuatro casos emblemáticos:

1. Diario “El Comercio” que con fecha 28 de octubre del año 2007:

Publica el artículo “El Síndrome del Perro del Hortelano”, cuyo autor es el Presidente de la República Alán García Pérez, quien en alusión implícita a los pueblos indígenas de la selva peruana, sostiene que al oponerse a la explotación de los recursos en tierras que ellos no cultivan por ser pobres, deben permitir que dichas acciones se realicen y que además estas se den en propiedad a grandes empresas colectivas que pueden dar un alto nivel de inversión, al contrario de un dueño que no tiene formación ni recursos económicos haciendo que estas tierras sean ociosas. Sobre los que se oponen a su manera de pensar él señala se trata de “un tabú de ideologías superadas, por ociosidad, por indolencia o por la ley del perro del hortelano que reza: Si no lo hago yo que no lo haga nadie"
.
2.Diario “Correo” que con fecha 23 de abril del año 2009: 

Publica como titular de su portada: 

“¡Qué nivel! Urge Coquito para congresista Supa”.  

Comentando así la foto a través de la cual la congresista Hilaria Supa está escribiendo en un cuaderno anotaciones de su puño y letra, con errores ortográficos y de sintaxis, perfectamente comprensible, pues la congresista pertenece a un pueblo indígena quechuahablante y esta es su lengua materna, no el español.

Este hecho provocó el rechazo del Congreso de la República que mediante comunicado señaló que dicha información traslucía una actitud discriminatoria. Ante ello, el director del diario “Correo”, Aldo Mariátegui, sostuvo que de su parte, “ha habido una legítima preocupación por querer mejorar el nivel del Congreso” y que “si hay gente que tiene tanto poder, gana dinero y son clave para el desarrollo del país, lo mínimo es que también tengan un nivel educativo, por lo menos universitario, que permita contar con un buen Congreso”
. 
3. Programa “Mesa de Noche” del canal de cable Plus TV (canal 6)
El día 21 de mayo del año 2009, los conductores de este programa comentaron sobre la visita de la actriz ayacuchana - quechuahablante, Magaly Solier, al Festival de Cannes, lo siguiente:

Uno pregunta: ¿Qué hace por allá?
El segundo contesta: Está vendiendo chompas.
Y el tercero agrega: Está vendiendo chuño. 

Lo cual demuestra menosprecio por las posibilidades que pueda tener una actriz con rasgos andinos. Este hecho generó que el 26 de mayo del presente año, el programa “Enemigos Íntimos” del canal Frecuencia Latina (canal 2) emitiera un reportaje titulado “¿Televisión Blanca?”, donde se evidenció que el canal Plus TV, sólo contrata a conductores que no tengan rasgos andinos o pertenezcan a pueblos indígenas o  afroperuanos
. 

4. 05 de Junio del año 2009:

El Presidente Alán García Pérez, afirmó sobre los nativos amazónicos, que se encontraban protestando debido a los decretos legislativos que afectaban su derecho de propiedad y de utilización de los recursos naturales, lo siguiente: 

"Esas personas no son ciudadanos de primera clase. ¿Que puedan decir 400 mil nativos a 28 millones de peruanos: tú no tienes derecho de venir por aquí? ¡De ninguna manera! Ese es un error gravísimo. Quién piense de esa manera quiere llevarnos a la irracionalidad y al retroceso primitivo"
.

Sobre los casos emblemáticos, es preciso resaltar, que ninguno de esos medios de comunicación ha sido sancionado por lo ocurrido, mucho menos el Presidente de la República. 

Recomendaciones 

Solicitamos al CERD recomiende al Estado Peruano: 
1. Difundir y promover la reflexión y análisis de convenios, instrumentos y tratados internacionales relevantes para las mujeres y pueblos indígenas en sus derechos a la no discriminación, así como de los informes elaborados por los países y las recomendaciones realizadas por el Comité. 

2. Elaborar estrategias de comunicación para informar y sensibilizar a las instancias gubernamentales, funcionarios y funcionarias públicos en especial jueces y proveedores de servicios, la sociedad civil y organizaciones indígenas respecto a información relativa a derechos humanos y derechos contra la no discriminación, adecuando esta información a la producción de versiones populares, en los diversos idiomas indígenas y la difusión a través de programas locales de radio y otros medios de comunicación tradicionales y comunitarios.

3. Implementar mecanismos consensuados para garantizar la plena participación de los pueblos indígenas, en particular las mujeres indígenas, en los procesos que directa o indirectamente los afecten como lo representan las actividades extractivas en las tierras y territorios indígenas, las prácticas mineras y la extracción del petróleo.

4. Implementar mecanismos consensuados para garantizar el principio de consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas con especial participación de las mujeres en los procesos que directa o indirectamente los afecten, incluyendo los megaproyectos de desarrollo, los programas sociales, las medidas de promoción de equidad de género.

5. Trabajar para el reconocimiento de la interculturalidad como un derecho de los indígenas y no indigenas, como una herramienta para la construcción de un nuevo concepto de participación e inclusión social
. Contribuyendo así en el efectivo diseño e implementación de políticas públicas que permitan el ejercicio de derecho al acceso y uso de los servicios de salud, educación, justicia entre otros aspectos claves para el desarrollo de las mujeres y pueblos indígenas. 

6. Promover la participación, a través de consultas, de las mujeres y pueblos indígenas en los procesos de elaboración y establecimiento de los sistemas de indicadores estadísticos y desglose de pertenencia étnica. 

7. Prestar especial atención a pueblos indígenas en situación de vulnerabilidad, como pueblos desplazados, mujeres viudas, pueblos fronterizos, mujeres trabajadoras del hogar, niñas, niños y jóvenes indígenas, personas mayores, pueblos en aislamiento voluntario y pueblos en contextos de conflictos armados.

8. Revisar la legislación nacional con la participación y consulta con las organizaciones de los pueblos indígenas, promoviendo la realización de reformas legislativas para sancionar los actos discriminatorios, incluyendo la implementación de mecanismos para facilitar el proceso de denuncias.

9. Promover el establecimiento de instituciones gubernamentales encargadas de prevenir y eliminar la discriminación racial que cuente con presupuesto y capacidad institucional adecuados e incluyendo mecanismos que garanticen la participación y consulta de pueblos y mujeres indígenas.. 

10. Recomendar a los organismos que tienen convocatorias para procesos de formación a que fomenten y faciliten el acceso de las mujeres indígenas a sus programas y becas, omitiendo las restricciones sobre la edad, estado civil, cantidad de hijos y otras que son obstáculos.

11. Promover, con la participación de mujeres y pueblos indígenas, de espacios de análisis y revisión de los textos escolares para evitar que se reproduzcan estereotipos racistas en dichos textos. 

Lima – Perú, julio de 2009

FUNDADO EN JUNIO DE 1995






































ORGANIZACIONES INTEGRANTES

















FEROCAFENOP


Federación de Rondas Campesinas Femeninas


 de la Región Nor Oriental del Marañón del Perú 


FECONACA


Federación de Nativas Campa Ashaninka


CECONSEC


Central de Comunidades Nativas de Selva Central


FECONAYA


Federación de Comunidades Nativas Yaneshas


CCP - Nacional


Confederación Campesina del Perú


COMI


Central de la Organización de Mujeres de Ilave


ADEMUC


Asociación  Departamental  de 


Mujeres  Campesinas de Puno


AMUAME


Asociación de Mujeres de la Provincia de 


Ayaviri Melgar


CAMACANI


Asociación Multisectorial de Artesanas


CAH  


Consejo Aguaruna y Huambisa


FEDECMA


Federación Departamental de Clubes de 


Madres de Ayacucho


Red de jóvenes Ñoqanchiq


Red de Comunicadores 


Quechuas  de Ayacucho





FEMUI LA MAR


Federación de Mujeres Indígenas de la Mar


FADA


Federación Agraria del Departamento de


 Ayacucho


FEMU LUCANAS


Federación de Mujeres de Lucanas 





 Asociación de Migrantes Quechua 


Jatary Ayllu, Zonal Valle del Mantaro





FEMCA


 Federación de Mujeres Campesinas de Anta 





FARTAC


Federación Agraria Revolucionaria 


Túpac  Amaru  del  Cusco


FAD


Federación Aguaruna Domingusa


FECONARIN


Federación de comunidades Nativas del Rio Nieva


FENACOCA


Federación de Comunidades Cacataibos


FENACU


Federación de Comunidades Nativas Cocama


UCSICEP


Asociación Indígena para el Desarrollo 


de Nuestros Pueblos


CONDECOREP - Nacional


Coordinadora Nacional de Desplazados de 


Comunidades en Reconstrucción del Perú


ASMUC


Asociación de Mujeres Campesinas de la 


Cuenca de Vilca


OIRA


Organización Indígena Regional de Atalaya 


FEDEMUSHAAL


Federación de Mujeres Shaui de Alto 


Amazonas Loreto


FENAMAD


Federación Nativa del Río Madre de 


Dios y Afluentes


CHIRAPAQ  - Nacional 











Fundadoras del Enlace Continental de Mujeres Indígenas de las Américas y  del  Foro Internacional de Mujeres Indígenas - FIMI








� Elaborado por Paola Elizabeth Ticona Cano y Vilma Lidia Rodríguez Chihuán para CHIRAPAQ, Centro de Culturas Indígenas del Perú. 


� CHIRAPAQ - Centro de Culturas Indígenas del Perú, asociación indígena que desde hace más de veinte años viene generando acciones para el ejercicio de derechos de las mujeres y pueblos indígenas, con  énfasis al derecho a no ser discriminados/as para construir un país y una sociedad más inclusiva, plural, intercultural y equitativa. 





� Espacio integrado por organizaciones mixtas y de mujeres indígenas como FEROCAFENO, FECONACA, CECONSEC, FECONAYA, CCP – Nacional, COMI, ADEMUC, AMUAME, Asociación de Mujeres de la Provincia de Ayaviri Melgar, CAMACANI, CAH, FEDECMA, Red de jóvenes Ñoqanchiq, Red de Comunicadores, Quechuas  de Ayacucho, FEMUI LA MAR, FADA, FEMU LUCANA, Asociación de Migrantes Quechua, Jatary Ayllu, Zonal Valle del Mantaro, FEMCA, FARTAC, FAD, FECONARIN, FENACOCA, FENACU, UCSICEP, CONDECOREP – Nacional, ASMUC, OIRA, FEDEMUSHAAL, FENAMAD, CHIRAPAQ. 





� De acuerdo a lo establecido en el Artículo 2º inciso 19 de la Constitución Política del Perú.


� Considerados idiomas oficiales según lo dispuesto en el 48º de la Constitución Política del Perú.


� � HYPERLINK "http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf" �http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf� 


�  Registro y Documentación de Casos de Discriminación, realizados por la Comisión Nacional Interétnica del Perú,  los  meses de abril y mayo del año 2009, en los departamentos de Junín, Ayacucho e Ica.


� 	Por el conflicto armado interno que se dio en el Perú entre las organizaciones subversivas y los agentes del Estado, durante las dos décadas finales del siglo XX.


� Ver conclusiones Seminario-Taller “Censos 2010 y la inclusión del enfoque étnico” CEPAL, Santiago de Chile, 19, 20 y 21  de noviembre de 2008.


� El Tribunal Constitucional, en el fundamento 3 de la Sentencia recaída en el Expediente Nº 2235-2004-AA/TC, señala lo siguiente: “Sustentándose en el ordinal “a” del inciso 24 del artículo 2º de la Constitución (que prescribe textualmente:“Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe”, fundamento del principio de legalidad), este Tribunal ha afirmado que toda limitación de un derecho fundamental debe provenir de una ley. 


   La exigencia de que tales restricciones a los derechos fundamentales se realicen con respeto al principio de legalidad es también una exigencia que se deriva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Entre otros tratados internacionales en los que el Estado peruano es parte, ese es el sentido en el que debe entenderse el artículo 30° de la Convención Americana de Derechos Humanos, según el cual “Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas”.





� Quien venía a observar, comprender y analizar los hechos de violencia ocurridos en Bagua el 05 de junio del año 2009, los cuales se dieron en relación a la protesta iniciada desde abril por los pueblos indígenas de la selva peruana, contra los decretos legislativos Nº 1064, 1090 y otros que han sido emitidos sin habérseles consultado de manera previa, libre e informada, pese a que los afectan directamente. 





� Artículo 1º de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establecida por el Decreto Legislativo Nº 052.


�  Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, establece el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


� Información extraída de las “Observaciones sobre la Situación de los Pueblos Indígenas de la Amazonía y los sucesos del 5 de junio y días posteriores en las provincias de Bagua y Utcubamba, Perú”, observación 29, página 9. 


�   Ibídem, observación 28, página 9. 


�   � HYPERLINK "http://peru21.pe/impresa/noticia/ep-recluta-adolescentes/2009-04-15/243934" �http://peru21.pe/impresa/noticia/ep-recluta-adolescentes/2009-04-15/243934�


�   � HYPERLINK "http://www.larepublica.pe/politica/15/04/2009/onu-exige-explicaciones-por-soldado-menor-de-edad-muerto" �http://www.larepublica.pe/politica/15/04/2009/onu-exige-explicaciones-por-soldado-menor-de-edad-muerto�


�   � HYPERLINK "http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf" �http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf� 


�  	Tal como lo demuestra el Reporte de Conflictos Sociales Nº 59, de enero del año 2009, de la Defensoría del Pueblo. 





�  En su Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/ADHPD, páginas 75 y 76. 


�  Siendo estas:


- La R.M. Nº 1112-2006/MINSA, que aprueba la “Directiva Administrativa para la implementación de la norma técnica para la transversalización de los enfoques de derechos humanos, equidad de género e interculturalidad en salud”.


- La R.M.  Nº 598-2005/MINSA, que aprueba la “Norma Técnica para la atención del parto vertical con adecuación intercultural”.    


- El D.S. Nº 006-2005-SA, que aprueba la ampliación del aseguramiento en salud a la población de la Amazonía y Alto Andina dispersa y excluida, a las víctimas de la violencia social y lo agentes comunitarios de salud. 


- El D.S. Nº 004-2007, que establece un “Listado Priorizado de Intervenciones Sanitarias de Aplicación Obligatoria para todos los establecimientos que reciban financiamiento del SIS”. 


- 	La creación de una oferta de salud móvil, denominada AISPED, dirigida a tender a las comunidades más distantes.    





� Que significa “Atención Integral de Salud a Poblaciones Excluidas y Dispersas”.





� De acuerdo a lo establecido en la Quinta Disposición Final del Código Procesal Constitucional. 	


� Según lo estipula el artículo 13º del Código Procesal Constitucional. 	


� Artículo 1º de la Constitución Política del Perú.


� Artículo 2º inciso 2 de la Constitución Política del Perú.


� Según el primer párrafo del artículo 110º de la Constitución Política del Perú.


� De acuerdo a lo señalado en el artículo 39º de la Constitución Política del Perú.


� En su Informe de Adjuntía Nº 005-2009-DP/ADHPD, página 76.


�� HYPERLINK "http://www.elcomercio.com.pe/edicionimpresa/html/2007-10-28/el_sindrome_del_perro_del_hort.html" �http://www.elcomercio.com.pe/edicionimpresa/html/2007-10-28/el_sindrome_del_perro_del_hort.html�


�   	� HYPERLINK "http://www.elcomercio.com.pe/impresa/notas/congreso-rechaza-agravio-contra-congresista-  supa/20090424/277522" �http://www.elcomercio.com.pe/impresa/notas/congreso-rechaza-agravio-contra-congresista-  supa/20090424/277522�


�   � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=9GxdAvpPi6g" �http://www.youtube.com/watch?v=9GxdAvpPi6g� (parte 1).


      � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=wKSA-elSPJA&NR=1" �http://www.youtube.com/watch?v=wKSA-elSPJA&NR=1� (parte 2).


      � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=zbBotS3ukCA&NR=1 (parte" �http://www.youtube.com/watch?v=zbBotS3ukCA&NR=1 (parte� 3).


      � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=j8fLd0LpjfY&NR=1" �http://www.youtube.com/watch?v=j8fLd0LpjfY&NR=1� (parte 4).


      � HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=CTVgccoyydk&feature=related" �http://www.youtube.com/watch?v=CTVgccoyydk&feature=related�  (parte 5).


� 	� HYPERLINK "http://www.peru.com/noticias/portada20090605/37781/Presidente-Alan-Garcia-advierte-a-nativos-Ya-esta-bueno-de-protestas" �http://www.peru.com/noticias/portada20090605/37781/Presidente-Alan-Garcia-advierte-a-nativos-Ya-esta-bueno-de-protestas� 


� HYPERLINK "http://www.youtube.com/watch?v=3ekPeb6nMnw" �http://www.youtube.com/watch?v=3ekPeb6nMnw�





� “Inclusión social” ha sido uno de los aspectos que el actual Gobierno en el reciente discurso por Fiestas Patrias ha realizado el Presidente Mandatario, junto al fortalecimiento del orden democrático. Esto en el marco del último año de mandato y el compromiso de mejorar las  políticas públicas. 
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